
C.A. de Concepci nó
xsr
Concepci nó , once  de agosto de dos mil veinte.

VISTO:
En estos antecedentes, originados en el Juzgado de Garant a deí  

Ca ete,   ñ Rol  Corte  207-2020,   se  presenta  el  abogado  defensor 
particular  Nelson  Miranda  Urrutia,   quien  interpone  recurso  de 
amparo, en representaci n del imputado don Tom s Dami n Antihuenó á á  
Santi,  el  que  actualmente  cumpliendo  medida  cautelar  de  prisi nó  
preventiva  en  el  Centro  de  Cumplimiento  Penitenciario  de 
Concepci n.ó

Dirige la acci n constitucional en contra de la Jueza Titular deló  
Juzgado  de  Garant a  de  Ca ete  do a  Macarena  Bobadilla  Garc a,í ñ ñ í  
quien resolvi  petici n de traslado de Gendarmer a, con fecha 27 deó ó í  
julio en curso, 2020 accediendo a dicha solicitud, sin dar cumplimiento 
a la normativa interna que los rige.

 Como antecedente, se ala que Antihuen Santi fue formalizado elñ  
d a 17 de julio reci n pasado, en el Juzgado de Garant a de Ca ete,í é í ñ  
por los delitos de infracci n al art culo 14 letra b) de la Ley 17.798,ó í  
incendio, atentado contra la autoridad y porte de elemento incendiario, 
causa RIT 909-2020. En dicha audiencia la Jueza resolvi  la prisi nó ó  
preventiva  de  don  Tom s  Antihuen,  decretando,  para  tal  efecto:á  
ordena  prisi n  preventiva,  concluida  la  cuarentena  obligatoria  en“ ó  

CCP Biob o, deber  ser trasladado a dependencias del CDP de Lebu aí á  
fin  de  cumplir  en  dicho  centro  su  medida  cautelar  de  prisi nó  
preventiva .”

El d a 20 de julio de 2020, el Director Regional de Gendarmer aí í  
de  Chile  Regi n  del  Biob o  emite  el  Ordinario  N  1948/2020,ó í °  
destinado a Juzgado de Garant a de Ca ete, el cual en su punto 2í ñ  
se ala: Es del caso indicar que, desde el punto de vista operativo, loñ “  
que  incluye  aspectos  de  seguridad  intrapenitenciaria,  se  hace 
inconveniente trasladar al imputado hacia el penal de la comuna de 
Lebu.  Esto,  en  raz n  de  que  el  interno  se  encuentra  privado  deó  
libertad por la comisi n de delitos de alta connotaci n p blica, lo queó ó ú  
necesariamente implica que las condiciones de internaci n se verifiquenó  
en mejores contextos de operatividad.  En los puntos siguientes se ala” ñ  
razones como Clasificaci n de Establecimientos Penitenciarios vigente,ó  
del  siguiente  modo:  En  este  sentido,  albergar  a  internos  de  las“  
caracter sticas del imputado implica un riesgo para la seguridad delí  
establecimiento, ya que por su clasificaci n, el C.D.P. de Lebu albergaó  
a internos de baja peligrosidad (indistintamente de que dicha poblaci nó  
penal  sea  primeriza  o  no).  seg n  naturaleza  del  delito,  medios  deú  
comisi n del mismo, comportamiento intramuros, entre otros factoresó  
de segmentaci n y segregaci n, por lo que se requieren determinadosó ó  
dispositivos de seguridad e infraestructura para una correcta ejecuci nó  
de la medida cautelar, cuesti n que s lo puede ocurrir en el C.C.P. deló ó  
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Biob o,  unidad  penal  con  la  mayor  y  mejor  infraestructura  yí  
disponibilidad  de  recursos  materiales  y  humanos  en  la  Regi n  deló  
Biob o .  En  los  puntos  finales  se  refiere  a  la  condici n  deí ” ó  
sobrepoblamiento  del  m dulo  en  que  se  encuentran  internos  losó  
miembros de comunidades mapuches en el CDP de Lebu, adem s deá  
se alar que respecto del arraigo, este no sufre menoscabo producto deñ  
la situaci n de pandemia que mantiene restringida las visitas. Realizadaó  
la Audiencia de cautela de garant as, citada por la se ora jueza deí ñ  
Juzgado  de  Ca ete,  el  d a  27  de  julio  del  presente,  el  tribunalñ í  
escuchando los argumentos vertidos por el abogado de Gendarmer a yí  
con  su  oposici n,  resolvi  acoger  la  solicitud  de  traslado,  bajo  eló ó  
argumento de que existe una sobrepoblaci n en el CDP de Lebu y,ó  
adem s,  que  en  contexto  de  pandemia  la  situaci n  sanitaria  delá ó  
imputado puede verificarse de mejor manera en CCP de Concepci n,ó  
desoyendo as  los argumentos jur dicos y de hecho expresados por suí í  
parte. Defensa, en tanto el representante del Ministerio P blico y laú  
querellante  Intendencia  Regional,  estuvieron  a  lo  que  resolviera  el 
Tribunal.  Estima  el  abogado  defensor  que  no  se  presenta  ning nú  
fundamento legal para la medida solicitada, menos a n se acompa aú ñ  
informe  t cnico,  por  lo  que  la  solicitud  en  comento  es  claramenteé  
arbitraria  e  ilegal.  A  juicio  del  recurrente,  los  hechos  denunciados 
vulneran  las  normas  legales  nacionales  e  internacionales  sobre  la 
ejecuci n  de  la  prisi n  preventiva,  adem s  de   los  derechos  a  laó ó á  
integridad f sica y s quica de su representado, por lo que solicita seí í  
ordene el  inmediato traslado de Tomas Antihuen Santi  al  CDP de 
Lebu,  medida  necesaria  para  restablecer  el  imperio  derecho  y 
restablecer la seguridad de sus derechos y de su persona.

Inform  el recurso de amparo la jueza recurrida Macarenaó  
Bobadilla  Garc aí ,  consignado  las  razones  que  tuvo  en  vista  para 
acceder a la petici n de Gendarmer a, lo que la condujo a modificar laó í  
resoluci n original que se alaba que cumplida la cuarentena en el CPPó ñ  
Biob o,  el  imputado deb a ser trasladado a Lebu,  í í por corresponder 
dicho recinto a la jurisdicci n del Tribunaló . El 20 de julio de 2020, se 
recibe Oficio N  1948/2020, del Director Regional de Gendarmer a° í  
de Chile, solicitando reconsiderar lo resuelto con fecha 17.07.2020, en 
cuanto a disponer el traslado del imputado al CDP de Lebu, para que 
se  mantenga  el  cumplimiento  de  la  medida  cautelar  de  prisi nó  
preventiva en el C.C.P Biob o, petici n que fue debatida en audienciaí ó  
fijada al efecto por el Tribunal, con fecha 27.07.2020 y resuelta en esa 
oportunidad,  accediendo   a  la  petici n  de Gendarmer a,  la  que  seó í  
fund  en el riesgo sanitario atendido el estado excepcional  del pa s,  laó í  
irreprochable conducta anterior del amparado que conduce a que esté 
en un lugar exento de contacto crimin geno, sin tener relevancia eló  
arraigo familiar ya que las visitas est n suspendidas á y adem s tuvo ená  
vista  que  la  secci n  de  imputados  relacionados  con  el  conflictoó  
mapuche, corresponde a una secci n con alto nivel de hacinamiento,ó  
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por  lo  que  estima  como  adecuada  la  petici n  a  la  contingenciaó  
sanitaria y a la seguridad e integridad f sica y de salud del imputado.  í

Inform  el recurso el Director Regional (S) de Gendarmer aó í  
de  Chile  Regi n  del  Biob o,  don  ó í Luis  L pez  Cisterna,ó  Oficial 
Penitenciario  en  grado  de  Coronel,  quien  dice  que Administraci nó  
Penitenciaria,  por  medio del  Director Regional  de Gendarmer a deí  
Chile Regi n del Biob o, solicit  al Juzgado de Garant a de Ca ete,ó í ó í ñ  
mediante Oficio Ordinario N  1948 de fecha 20 de julio de 2020,°  
reconsiderar la resoluci n decretada en audiencia de fecha 17 de julioó  
del  presente  a o  en  causa  RIT  N  909-2020,  en  que  habi ndoseñ ° é  
decretado  prisi n  preventiva  en  contra  del  amparado  de  autos,  seó  
dispuso  conjuntamente  por  el  tribunal,  que  una  vez  concluida  la 
cuarentena obligatoria en el C.C.P. del Biob o el imputado deb a serí í  
trasladado a dependencias del C.D.P. de Lebu. La solicitud tuvo por 
fundamento,  consideraciones  de  ndole  operativo  propias  de  laí  
Administraci n Penitenciaria, desde que Gendarmer a de Chile es eló í  
rgano t cnico encargado de la atenci n y custodia de las personasó é ó  

privadas  de  libertad  que  por  orden  de  autoridad  competente  se 
encuentran  bajo  su  vigilancia  y  resguardo.  En  este  sentido,  en  el 
Ordinario  N  1948  se  indic  la  inconveniencia  de  que  el  interno° ó  
Antihuen Santi fuera trasladado hacia el penal de Lebu, esgrimi ndoseé  
al  efecto  una  serie  de  argumentos  abordados  desde  diversas 
perspectivas,  como  fueron:  la  calificaci n  del  delito  por  el  que  eló  
interno se encuentra imputado; la clasificaci n de los establecimientosó  
penitenciarios  de  origen  y  de  destino  y  de  sus  caracter sticas  deí  
infraestructura y condiciones de operatividad y seguridad; los niveles de 
sobre  poblamiento  en  que  actualmente  residen  los  imputados  que 
habitan  el  C.D.P.  de  Lebu  y  la  deficiente  infraestructura  para  su 
internaci n, tratamiento y contenci n; la m nima afectaci n al derechoó ó í ó  
a visitas del imputado y de su contacto con el medio exterior atendidas 
las medidas adoptadas en raz n de la pandemia que afecta al pa s,ó í  
entre ellas, la suspensi n de las visitas a nivel nacional en todos losó  
establecimientos penitenciarios del pa s y la disponibilidad de mediosí  
tecnol gicos  para  subsanar  dichas  dificultades.  En  opini n  de  laó ó  
Administraci n  Penitenciaria  y  en  virtud  de  su  naturaleza  y  finesó  
institucionales, como rgano auxiliar de la Administraci n de Justicia,ó ó  
estos  antecedentes  ameritaban  una  nueva  ponderaci n  de  lasó  
circunstancias  en  que  habr a  de  ejecutarse  la  medida  cautelarí  
decretada sobre el imputado, los que muy probablemente el tribunal 
no conoc a a la fecha en que se decret  la prisi n preventiva a suí ó ó  
respecto,  por lo que se solicit  reconsiderar la resoluci n de 17 deó ó  
julio,  de  internaci n  en  el  C.D.P.  de  Lebu,  para  que  aqu l  seó é  
mantuviera en el C.C.P. del Biob o. En el mismo Oficio N  1948, seí °  
inform  al  tribunal,  que ante el  evento de que decidiera acoger  laó  
solicitud y citar a audiencia, el Servicio dispone de abogados para los 
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efectos de representarlo en estrados y verter el contenido de la petici nó  
en extenso, en calidad de tercero coadyuvante del proceso penal.

En la  audiencia que se  resolvi  la  petici n  de su parte  y enó ó  
cumplimiento de lo ordenado el d a 23 de julio,  el  Sr.  Alcaide delí  
C.D.P. de Lebu emiti  el Oficio Ordinario N  1108 de fecha 24 deó °  
julio de 2020, en que informa la dificultad de albergar al imputado 
Antihuen  Santi  en  el  establecimiento,  bas ndose,  entre  otrosá  
argumentos,  en que la  capacidad de la  Secci n  Segundo Nivel  deló  
penal se encuentra superada, no existiendo plazas disponibles para la 
recepci n de m s internos.ó á

Conforme la precedente relaci n circunstanciada de los hechos,ó  
estamos en condiciones de aseverar que Gendarmer a de Chile no haí  
vulnerado en caso alguno las garant as que tanto la Constituci n y lasí ó  
leyes establecen y protegen en favor del amparado. Esto es as , ya queí  
al tenor de lo que establece la Ley Org nica de este Servicio en suá  
art culo 6o numeral 13, a la saz n el art culo 150 del C digo Procesalí ó í ó  
Penal, y art culos 108 y siguientes del C digo Org nico de Tribunales,í ó á  
la  Administraci n Penitenciaria puso en conocimiento del tribunaló  
que supervisa la medida cautelar de prisi nó preventiva  la  disposici nó  
administrativa que se solicitaba ejecutar, esto es, evitar el traslado del 
imputado hacia el penal de Lebu, habi ndose esgrimido los argumentosé  
no  s lo  por  escrito  en  la  petici n  de  origen  sino  que  adem só ó á  
verti ndose los mismos en estrados, oportunidad en que se explic  alé ó  
tribunal la necesidad de que se reconsiderara la decisi n adoptada conó  
fecha  17  de  julio,  en  virtud  de  argumentos  de  orden  operativo 
asociados a condiciones de habitabilidad y de segmentaci n id nea aló ó  
interior del C.D.P. de Lebu, cuestiones propias de la gesti n interna deó  
un  establecimiento  penitenciario;  en  consecuencia,  Gendarmer a  deí  
Chile  ha dado  a  cumplimiento  a  los  imperativos  legales,  sin  haber 
adoptado decisi n alguna que afectara al amparado sino hasta que laó  
cuesti n  fue  objeto  de  conocimiento  y  fallo  por  un  tribunal  de  laó  
Rep blica, habi ndose para ello realizado el control jurisdiccional queú é  
el  legislador  establece  como requisito  previo  a  la  adopci n  de  unaó  
medida  como  la  solicitada  y  propuesta  por  la  Administraci nó  
Penitenciaria.  En  estas  circunstancias,  habi ndose  cumplido  por  laé  
Administraci n  con  la  obligaci n  legal  de  comunicar  al  tribunaló ó  
competente  la  adopci n  de  la  medida  que  se  pretend a  realizar;ó í  
habiendo el tribunal citado a comparecer y escuchado los argumentos 
de los intervinientes en audiencia p blica, conforme los principios deú  
inmediatez,  oralidad,  contradictoriedad  y  publicidad;  y  habi ndoseé  
emitido la resoluci n judicial por el tribunal competente, con expresi nó ó  
de sus fundamentos; la Administraci n se encuentra en consecuenciaó  
en condiciones de poder ejecutar la medida solicitada, de mantener al 
imputado en dependencias del C.C.P. del Biob o.í

En  resumen,  se ala  que  el  recurso  de  amparo  no  puedeñ  
prosperar  porque  la  solicitud  formulada  al  tribunal  competente  en 
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materia de supervisi n de la medida cautelar de prisi n preventiva seó ó  
realiz  en cumplimiento de las disposiciones legales y constitucionalesó  
vigentes sin que hasta la fecha se haya verificado vulneraci n alguna deó  
las garant as del amparado.í

Se trajeron los autos en relaci n.ó
 CONSIDERANDO:
1.- Que  la  acci n  de  amparo  garantiza  a  toda  persona  queó  

ilegalmente sufra cualquiera privaci n, perturbaci n o amenaza en suó ó  
derecho a la libertad personal y seguridad individual, la posibilidad de 
recurrir ante la respectiva magistratura, para que dicte en tal caso las 
providencias  necesarias  para  restablecer  el  imperio  del  derecho  y 
asegurar la debida protecci n del afectado.ó

2.- Que, desde ya, se debe precisar que Gendarmer a de Chileí  
solicit  modificar la resoluci n del tribunal de 17 de julio por la queó ó  
decret  la prisi n preventiva del amparado a cumplir por protocoloó ó  
sanitario,  en forma temporal y mientras durare la cuarentena en el 
CDP Biob o,  solicitud  a la que se dio lugar por la jueza de Garant a,í í  
atendida la contingencia sanitaria que vive el pa s, el riesgo de contagioí  
para el imputado al ser trasladado a un centro donde la secci n deó  
mapuches se encuentra sobrepoblada, con infraestructura precaria  y, 
para  evitar  el  contacto  crimin geno  del  amparado,  dada  suó  
irreprochable conducta anterior. 

3.- Que,  la  facultad   exclusiva  para  determinar  el  lugar  de 
reclusi n  y  traslado  corresponde  a  la  autoridad  penitenciaria,ó  
Gendarmer a de Chile, es para el caso de condenados, ya que en elí  
caso de imputados los traslados  deben ser autorizados por el Tribunal. 
En efecto,  la  Ley Org nica de Gendarmer a de Chile,  en su art culoá í í  
6  dispone que Son obligaciones y atribuciones del Director Nacional° “  
(...)  12.-  Determinar  los  establecimientos  en  que  los  condenados 
cumplir n sus penas y disponer los traslados de ellos de acuerdo con laá  
reglamentaci n vigente .ó ”

 En cambio, trat ndose de personas privadas de libertad por laá  
cautelar de prisi n preventiva, los traslados requieren de autorizaci nó ó  
previa del tribunal correspondiente, como lo establece la Res. Exenta 
N  5055  de  Gendarmer a,  que  Aprueba  Procedimientos° í  
Administrativos De Traslado De Personas Privadas De Libertad , lo”  
cual es concordante con lo establecido en el art culo 150 del C digoí ó  
Procesal  Penal,   que  entrega  al  juez  de  garant a  el  controlí  
jurisdiccional de la ejecuci n de la prisi n preventiva, depositando enó ó  
l  el  deber  de  adoptar  y  disponer  las  medidas  necesarias  para  laé  

protecci n  del  imputado,  lo  que  por  cierto  implica,  tambi n,ó é  
considerar, como en este caso en particular,  las necesidades espec ficasí  
del  imputado  en  su  calidad  de  ind gena,  lo  que  resulta  a n  m sí ú á  
imperioso trat ndose de personas a las que por ley presume inocentes. á

4.-  Por otra parte, la Res. Exenta N  5055, en su art culo 23,° í  
indica  que  Los  imputados  podr n  ser  trasladados  desde  un“ á  
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Establecimiento Penitenciario de origen, a otro de destino, dentro o 
fuera  de  una  regi n,  por  requerimiento  de  la  Administraci nó ó  
Penitenciaria, el que ser  formalizado por el Director Regional o elá  
Subdirector Operativo, seg n corresponda, previo informe t cnico deú é  
traslado del Establecimiento de origen y con autorizaci n del Tribunaló  
correspondiente .  De  acuerdo  a  dicho  art culo,  el  tribunal  debe” í  
verificar  el  Reglamento  de  Establecimientos  Penitenciarios  que  s loó  
regula el traslado por  medida de seguridad establecido en el art culoí  
28, el que debe cumplir con los requisitos de procedencia que establece 
la norma, en ninguno de los cuales figura el traslado por hacinamiento 
o sobrepoblaci n. De igual forma, el traslado debe estar respaldado enó  
un  informe  t cnico  que  d  cuenta  del  cumplimiento  de  dichosé é  
requisitos,  informe t cnico que no fue acompa ado,  ya que s lo seé ñ ó  
cont  con el informe del Centro de Detenci n Preventiva de Lebu, poró ó  
lo que tampoco se tuvo en consideraci n el cumplimiento al Convenioó  
169 de la OIT en la unidad de destino (respeto de tradiciones, v nculoí  
con la comunidad, visitas, etc.), pues como prescribe el Reglamento de 
Establecimientos Penitenciarios, en sus art culos 4 y 25, la funci n y elí ó  
r gimen penitenciario deben ejercerse dentro de los l mites establecidosé í  
por la ley, la Constituci n, los tratados internacionales vigentes y eló  
propio Reglamento. 

5.- Que  adem s,  el  p rrafo  6  del  Reglamento  deá á  
Establecimientos  Penitenciarios  regula  el  r gimen  de  visitas,  queé  
constituye un elemento fundamental para un imputado ind gena, siní  
antecedentes penales, no pudiendo justificarse la resoluci n en la actualó  
suspensi n de visitas dada la pandemia, suspensi n que es temporal.ó ó

6.- Que relacionado a lo anterior, debe tenerse en consideraci nó  
la Regla 59 de las Reglas Mandela previene que en la medida de lo“  
posible, los reclusos ser n internados en establecimientos penitenciariosá  
cercanos a su hogar . Si el Estado no cumple con estas obligaciones -”  
tanto de procurar que la reclusi n sea cercana al lugar de residencia,ó  
como  de  resguardar  su  derecho  a  visitas  -,  no  solo  implicar aí  
desconocer  derechos  fundamentales  del  recluso,  sino  que  adem sá  
incurrir a en una infracci n a las normas nacionales e internacionales,í ó  
ya que  en lo que concierne a la poblaci n penal ind gena, la facultadó í  
del Director Nacional o Regional de Gendarmer a, para fijar el lugarí  
de cumplimiento de la prisi n preventiva en un lugar distinto al deló  
domicilio del imputado,  se ve obstaculizada en favor del mismo, por el 
derecho a la protecci n de la familia como por el especial v nculo queó í  
tienen los ind genas con su comunidad y territorio, entendido como suí  
lugar de origen y soporte de su cultura , como tambi n el contacto coné  
su defensor en el territorio jurisdiccional que le corresponde. 

7.- Que,  si bien,  la Excma. Corte Suprema, con fecha 23 de 
julio del a o pasado, acord  reiterar lo ya instruido por esa Corte conñ ó  
fecha 14 de diciembre de 2017, en el AD 1303-2007, a los Tribunales 
de Garant a, de Juicio oral en lo Penal, de Letras con competencia ení  
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Garant a  y  del  Crimen  del  pa s,  en  el  sentido  que  los  referidosí í  
Tribunales deben abstenerse de disponer el ingreso de imputados a un 
centro penitenciario determinado, ya que tal precisi n corresponde aó  
Gendarmer a  de  Chile,  en  este  caso,  la  decisi n  del  centroí ó  
penitenciario ya hab a sido solicitada por Gendarmer a, como Lebu, yí í  
as  determinada al decretarse la prisi n preventiva, la que fue cumplidaí ó  
en forma temporal  o provisoria  por protocolo sanitario  en el  CDP 
Biob o.í

8.- Que la instrucci n antes referida, dada por la Excma. Corteó  
Suprema, al ser una instrucci n,  no es impedimento para que el juezó  
de garant a d  cumplimiento al art culo 6 N 13 de la Ley Org nica deí é í ° á  
Gendarmer a de Chile,  recabando todos  los  antecedentes  necesariosí  
que funden el traslado del territorio jurisdiccional del tribunal de la 
causa, a uno distinto.

9.- Que, por consiguiente, no existiendo fundamentos jur dicosí  
para denegar el traslado del amparado  a Lebu como ya hab a sidoí  
autorizado,   no se ha cumplido con el  art culo 6 N 13 de la  Leyí °  
Org nica de Gendarmer a, resultando as  en una resoluci n ilegal, loá í í ó  
que hace procedente el recurso de amparo en la forma que se dir  ená  
lo resolutivo de esta sentencia. 

Por  estas  consideraciones  y  visto,  adem s,  lo  dispuesto  en  elá  
art culo 21 de la Constituci n Pol tica de Rep blica y Auto Acordadoí ó í ú  
de la Excma. Corte Suprema sobre la materia, SE ACOGE el recurso 
de amparo interpuesto en estos antecedentes, en contra del Juzgado de 
Garant a de Ca ete, declar ndose ilegal  la resoluci n de 27  de julioí ñ á ó  
del presente a o, la que se deja sin efecto y por la que autoriz  elñ ó  
traslado  del  amparado    al  Centro  de  Cumplimiento  Penitenciario 
Biob o,  debiendo ordenar el  tribunal  de garant a que el imputadoí í  
retorne  desde  el  Centro  Penitenciario  Biob o  al  Centro  deí  
Cumplimiento Penitenciario de Lebu.

Acordada con el voto en contra del ministro Rodrigo Cerda San 
Mart n, quien estuvo por rechazar la presente acci n constitucional,í ó  
pues,  en  su  opini n,  las  razones  aportadas  por  la  jueza  recurridaó  
justifican suficientemente la medida adoptada de mantener al imputado 
amparado en el CCP de Concepci n y no trasladarlo al CDP de Lebu,ó  
como se hab a decidido originalmente, en especial por la situaci n deí ó  
sobrepoblamiento  actual  que  presenta  este  ltimo  establecimientoú  
penitenciario, de acuerdo a lo informado por el alcaide dicho recinto 
en  su  oportunidad,  lo  que  aumenta  el  riesgo  de  contagio  para  el 
amparado y las personas que ya se encuentran all .í

Comun quese  inmediatamente  lo  resuelto  para  suí  
cumplimiento  al  Juzgado  de  Garant a  de  í  Ca ete  y  al  Directorñ   
Regional de Gendarmer a de Chile Regi n del Biob o.í ó í

Reg strese y arch vese, en su oportunidad.í í
Redacci n de la Ministro Matilde Ver nica Esquerr  Pav n.ó ó é ó
N°Amparo-207-2020.

T
Q

S
N

Q
X

E
LT

N



T
Q

S
N

Q
X

E
LT

N



Pronunciado por la Sexta Sala de la C.A. de Concepción integrada por los Ministros (as) Rodrigo Cerda S., Matilde

Esquerre P. y Fiscal Judicial Hernan Amador Rodriguez C. Concepcion, once de agosto de dos mil veinte.

En Concepcion, a once de agosto de dos mil veinte, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original
puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la
tramitación de la causa.
A contar del 05 de abril de 2020, la hora visualizada
corresponde al horario de invierno establecido en Chile
Continental. Para la Región de Magallanes y la Antártica
Chilena sumar una hora, mientras que para Chile Insular
Occidental, Isla de Pascua e Isla Salas y Gómez restar
dos  ho ras .  Pa ra  más  i n fo rmac ión  consu l t e
http://www.horaoficial.cl
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